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Domínguez Irizarry y el Juez Cancio Bigas 
 

Domínguez Irizarry, Jueza Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico a 28 de septiembre de 2018.  

 La parte apelante, el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

por conducto de Procurador General, comparece ante nos y solicita 

nuestra intervención para que revoquemos la Sentencia emitida 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Carolina, el 6 de 

marzo de 2017 y notificada a las partes de epígrafe el 23 de marzo 

de 2017.  Mediante el referido dictamen, el foro primario acogió 

una solicitud de sentencia sumaria promovida por Mercedes-Benz 

Financial Services, USA, LLC (parte interventora apelada), en el 

presente pleito de impugnación de confiscación, incoado por la 

señora Carmencita Pérez Díaz. En consecuencia, ordenó a la parte 

apelante la devolución del automóvil objeto de la confiscación 

impugnada o, en su defecto, el pago del valor de tasación, más los 

intereses.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

revoca la sentencia sumaria apelada. 
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I 

 El 6 de mayo de 2015, la señora Pérez Díaz presentó ante el 

Tribunal de Primera Instancia la acción civil de epígrafe, 

impugnando la confiscación de su vehículo de motor marca 

Mercedes-Benz, modelo CLA 250.  En específico, alegó que la 

notificación correspondiente se le remitió fuera del término 

jurisdiccional de treinta (30) días que dispone la Ley Uniforme de 

Confiscaciones de 2011, Ley Núm. 119–2011, 34 LPRA sec. 1724 

et seq.  A fin de sustentar su argumento, sostuvo que la 

confiscación en controversia se produjo el 11 de marzo de 2015 y 

que la misma se le notificó mediante carta con fecha del 20 de abril 

de dicho año, recibida el 24 de abril siguiente.  De este modo y tras 

exponer el valor de tasación del vehículo en controversia, solicitó 

que el mismo le fuera devuelto, o, en su defecto, la fianza 

depositada. 

 La parte apelante contestó la demanda y negó que la 

notificación fuera tardía.  Al respecto, sostuvo que la gestión 

correspondiente se efectuó el 22 de abril de 2015, todo dentro del 

término legal de treinta (30) días desde expedida la Orden de 

Confiscación pertinente, a saber, el 31 de marzo de dicho año.  De 

este modo, la parte apelante solicitó al tribunal primario que 

desestimara la causa de acción de epígrafe.   

 Así las cosas, el 1 de febrero de 2016, la apelada Mercedes-

Benz Financial, USA, LLC, compareció ante el foro primario y 

presentó una solicitud para intervenir en el pleito de marras.  En 

la misma, alegó ser el acreedor del gravamen financiero sobre el 

vehículo objeto de confiscación y afirmó no haber sido 

oportunamente notificada de la referida incidencia.  En respuesta, 

la parte apelante se opuso a la intervención solicitada, bajo el 

argumento de que la misma propiamente constituía una solicitud 

de impugnación del procedimiento. Al respecto sostuvo que el 
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requerimiento de la entidad era tardío, toda vez que, por ser parte 

con interés, disponía de un término jurisdiccional de treinta (30) 

días desde que fue notificada para presentar la impugnación de la 

confiscación. Así, tras sostener que Mercedes-Benz Financial 

Services recibió la notificación pertinente el 27 de abril de 2015, la 

parte apelante solicitó que se denegara la intervención solicitada. 

 Tras evaluar los argumentos de las partes, el foro primario 

permitió la intervención en controversia.  Más tarde, el 16 de 

noviembre de 2016, la entidad interventora aquí apelada, presentó 

una solicitud de sentencia sumaria. En la misma, requirió que se 

declarara Con Lugar la presente acción, al argumentar que no 

existía controversia alguna en cuanto a que la notificación de la 

confiscación se efectuó fuera del término jurisdiccional dispuesto 

por ley.  El 6 de febrero de 2016, la parte apelante presentó sus 

argumentos en oposición. En síntesis, reafirmó por igual que la 

solicitud de intervención de Mercedes-Benz Financial Services en el 

pleito era tardía, por haberse propuesto en exceso del plazo legal 

pertinente. 

 El 6 de marzo de 2017, el Tribunal de Primera Instancia 

emitió la Sentencia apelada y declaró Ha Lugar la antedicha 

solicitud de sentencia sumaria.  En consecuencia, ordenó al 

Estado devolver el automóvil objeto de la confiscación a la parte 

interventora o, en su defecto, el pago $28,034.85, más los 

intereses aplicables.  La parte apelante presentó una moción de 

reconsideración, petición que se le denegó. 

Inconforme, el 19 de junio de 2017, la parte apelante 

compareció ante nos mediante el presente recurso de apelación.1  

En el mismo formuló el siguiente señalamiento: 

                                                 
1 Mediante Resolución del 28 de julio de 2017, ordenamos el archivo 
administrativo del caso de epígrafe, ello en virtud de la Petición de Quiebra 

presentada por el Estado Libre Asociado de Puerto Rico ante el Tribunal Federal 

de Distrito para Puerto Rico, al amparo del Título III de Puerto Rico Oversight, 

Management and Economic Stability Act (PROMESA), 48 USCA sec. 2101 et seq. 
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Erró el Tribunal de Primera Instancia al declarar con 
lugar la solicitud de sentencia sumaria promovida por 

la parte interventora Mercedes Benz Financial Services 
cuando dicha parte no acudió dentro del término 

jurisdiccional de treinta (30) días para impugnar la 
demanda según lo dispone el Artículo 15 de la Ley 
Núm. 119-2011 y la Opinión emitida por el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico en el caso Reliable Financial 
Services v. ELA, 2017 TSPR 19. 

 

 Luego de examinar el expediente de autos y con el beneficio 

de la comparecencia de todas las partes involucradas, procedemos 

a expresarnos en cuanto a la controversia que se nos plantea. 

II 

 

La confiscación se perfila como el acto de ocupar toda 

propiedad que haya sido utilizada en la comisión de determinada 

conducta delictiva.  Reliable Financial v. ELA, 197 DPR 19 (2017); 

Centeno Rodríguez v. E.L.A., 170 DPR 907 (2007); First Bank v. 

E.L.A., 164 DPR 835 (2005).  La potestad gubernamental de 

apropiarse de bienes relacionados a una actividad ilícita es un 

procedimiento estatutario que actúa a manera de una sanción 

adicional a aquella impuesta por razón de la conducta punible que 

la motiva.  MAPFRE v. ELA, 188 DPR 517 (2013); Coop. Seg. Múlt. 

v. E.L.A., 180 DPR 655 (2011). Por tanto, el ordenamiento vigente 

expresamente estatuye un margen de independencia entre la 

confiscación y los trámites criminales o administrativos que le sean 

inherentes.           

El proceso de confiscación regido por Ley Uniforme de 

Confiscaciones, Ley 119-2011, 34 LPRA sec. 1724 et seq., es uno 

civil de naturaleza in rem.  Reliable Financial v. ELA, supra.  Por 

tanto, el mismo se ejecuta contra la cosa misma y no en cuanto a 

su propietario, poseedor, encargado o persona que respecto a ella 

ostente algún interés legal.  Doble Seis Sport TV v. Dpto. Hacienda, 

190 DPR 763 (2014); MAPFRE v. ELA, supra; B.B.V. v. E.L.A., 180 

DPR 681 (2011); Coop. Seg. Múlt. v. E.L.A, supra.  Lo anterior 
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obedece a que “[l]a confiscación que lleva a cabo el Estado, se basa 

en la ficción legal de que la cosa es la ofensora 

primaria.”  Exposición de Motivos, Ley 119-2011, supra; Reliable 

Financial v. ELA, supra.  Así, “[l]os procedimientos de confiscación 

civil pueden llevarse a cabo y culminarse antes de que se acuse, se 

declare culpable o se absuelva al acusado.  Incluso, pueden 

llevarse a cabo aun cuando no se haya presentado algún cargo 

[…].”  Exposición de Motivos, Ley 119-2011, supra.  

“A pesar del carácter civil del proceso, […] los estatutos 

confiscatorios deben interpretarse restrictivamente.” Reliable 

Financial v. ELA, supra, pág. 297; Centeno Rodríguez v. E.L.A, 

supra. En este contexto, la doctrina reconoce que las disposiciones 

de la Ley 119-2011, supra, pretenden procurar la celeridad de los 

procesos conducentes a la confiscación de determinada propiedad, 

ello mediante la implantación de un trámite expedito “con 

requisitos aplicables tanto al Estado, como a las partes con interés 

en los bienes confiscados.”  Reliable Financial v. ELA, supra, pág. 

298.  De este modo, si bien el Gobierno viene llamado a actuar de 

manera oportuna para validar su actuación, las partes que 

interesen impugnar un proceso de confiscación igualmente están 

obligadas a actuar con premura a tal efecto.  Íd.  

En lo pertinente, el estado de derecho impone al Estado el 

deber de notificar el hecho de una confiscación.  Dicha exigencia 

cumple con el propósito de salvaguardar los derechos de las partes 

interesadas en la propiedad confiscada, de modo que tengan la 

oportunidad para presentar sus defensas. Reliable v. Depto. 

Justicia y ELA, 195 DPR 917 (2016).   Al respecto, el Artículo 13 de 

la Ley 119-2011, supra, expresamente extiende un plazo 

jurisdiccional de treinta (30) días siguientes a la fecha de la 

ocupación física de los bienes de que trate, para que medie la 

notificación correspondiente vía correo certificado.  34 LPRA sec. 
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1724j.  Por su parte, sobre las acciones de impugnación de bienes 

confiscados, el Artículo 15 del precepto en cuestión dispone como 

sigue: 

Las personas notificadas, según lo dispuesto en este 

capítulo y que demuestren ser dueños de la propiedad, 
podrán impugnar la confiscación dentro de los treinta 
(30) días siguientes a la fecha en que se reciba la 

notificación, mediante la radicación de una demanda 
contra el Estado Libre Asociado de Puerto Rico y el 

funcionario que autorizó la ocupación, debiéndose 
emplazar al Secretario de Justicia dentro de los quince 
(15) días siguientes a la fecha en que se presentó la 

demanda.  En aquellos casos que la notificación sea 
devuelta, los términos indicados comenzarán a 

computarse desde que la referida notificación sea 
recibida por el Departamento de Justicia. Estos 
términos son jurisdiccionales. 

 
[…] 
 

Para fines de este capítulo se considerará “dueño” de 
la propiedad una persona que demuestre tener interés 

propietario en la propiedad incautada, incluyendo una 
persona que posea un gravamen sobre dicha 
propiedad a la fecha de ocupación de la propiedad 

incautada, o una cesión válida de tal interés 
propietario. 
 

34 LPRA sec. 1724l. 
 

 Según surge del anterior Artículo, tanto el plazo para 

notificar la ejecución de una confiscación por parte del Estado, 

como el término para presentar una demanda de impugnación 

respecto a la misma, son de carácter jurisdiccional. Sabido es que 

los términos jurisdiccionales son improrrogables y fatales, por lo 

que no admiten interrupción ni cumplimiento fuera de los mismos, 

ello con independencia de las consecuencias procesales que su 

expiración conlleve.  Rosario Domínguez et als. v. ELA et al., 198 

DPR 197 (2017); Martínez, Inc. v. Abijoe Realty Corp., 151 DPR 1 

(2000). El incumplimiento de un requisito jurisdiccional 

establecido por ley priva a los tribunales de autoridad sobre el 

asunto que se pretende traer ante su consideración.  Íd.  Por tanto, 

“hacer caso omiso a directrices de naturaleza jurisdiccional impide 

que se pueda atender un escrito fuera de término.” Íd, pág. 209. 
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 Como corolario de lo antes expuesto, en casos de 

impugnación de confiscación, el incumplimiento con los términos 

jurisdiccionales conlleva la desestimación de la correspondiente 

demanda.  De igual modo, “[e]s cierto que el incumplimiento del 

Estado con el término dispuesto para notificar una orden de 

confiscación ordinariamente conlleva su nulidad.” Reliable 

Financial v. ELA, supra, págs. 309-310.  Sin embargo, a tenor con 

el estado de derecho vigente, tal nulidad no es automática, “sino 

que depende de una determinación judicial en un proceso de 

impugnación.  En otras palabras, es contingente a que la parte 

afectada acuda al tribunal y presente argumentos válidos que 

justifiquen su reclamo.”  Íd.     

III 

 En el caso de autos, sostiene la parte apelante que el 

Tribunal de Primera Instancia erró al declarar con lugar la 

solicitud de sentencia sumaria promovida por la parte interventora 

en el caso.  Alega que esta no impugnó la confiscación en 

controversia dentro del plazo jurisdiccional de treinta (30) días 

desde que la misma se le notificó.  Al amparo de ello, afirma que el 

mecanismo de intervención empleado constituyó un subterfugio 

para burlar las exigencias de la Ley 119-2011, supra, que no debió 

haber sido acogido por el foro primario.  Habiendo entendido sobre 

el señalamiento pertinente a la luz de los hechos acontecidos y de 

la norma aplicable, revocamos la sentencia sumaria apelada. 

  Un examen de la prueba que nos ocupa mueve nuestro 

criterio a acoger los planteamientos de la parte apelante.  A 

nuestro juicio, la gestión adjudicativa en controversia se apartó del 

derecho vigente en la materia que atendemos.  Los documentos 

sometidos a nuestro haber revelan que la solicitud de intervención 

en disputa fue una tardía e indebidamente retrotraída a la fecha de 

la presentación de la demanda promovida por la señora Pérez Díaz.  
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En la misma esboza argumentos claramente impugnatorios sobre 

la gestión estatal en disputa.   

 Conforme esbozáramos, la Ley 119-2011, supra, estatuye un 

plazo jurisdiccional de treinta (30) días para que el dueño de una 

propiedad confiscada por el Estado presente una acción de 

impugnación.  Dado dicho carácter, la inacción dentro de su curso 

suprime la oponibilidad del derecho contemplado y, a su vez, la 

autoridad de los tribunales para entender sobre el asunto de que 

trate.  Por su parte, el precepto en cuestión extiende la calificación 

de dueño a toda persona “que demuestre tener interés propietario 

en la propiedad incautada, incluyendo una persona que posea un 

gravamen sobre dicha propiedad a la fecha de ocupación de la 

propiedad incautada […]”.  34 LPRA 1724l.    

 La confiscación objeto de la presente causa, se produjo el 11 

de marzo de 2015.  Según copia del recibo de envío por correo 

certificado que obra en autos, el 24 de abril de 2015, la señora 

Pérez Díaz recibió la correspondiente notificación emitida por la 

parte apelante. Por su parte, la interventora y aquí apelada fue 

debidamente notificada el 27 de abril siguiente. El 6 de mayo de 

2015, la señora Pérez Díaz presentó la correspondiente demanda 

de impugnación de confiscación.  No obstante, no fue sino hasta el 

1 de febrero de 2016, cerca de diez (10) meses con posterioridad a 

haber sido notificada, que la parte interventora, bajo la expresa 

afirmación de ser la “titular” del bien confiscado por su condición 

de acreedora financiera, solicitó unirse al pleito.2  

  A la luz del derecho antes esbozado, resulta forzoso concluir 

que la gestión de la parte interventora apelada fue una ineficaz en 

derecho, a la cual la demanda de la señora Pérez Díaz no 

aprovechó.  A los fines de garantizar su prerrogativa para 

                                                 
2 Véase Apéndice, Anejo XII, Solicitud de Intervención e Impugnación de 
Confiscación, pág. 71. 
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impugnar la legitimidad de la actuación estatal en disputa, debió 

haber comparecido al pleito dentro del término legal provisto, ello 

desde que la confiscación se le notificó.   Por tanto, dado a que tal 

no fue la ocasión, el más correcto quehacer jurídico exigía al 

Tribunal de Primera Instancia denegar su petición y, por igual, la 

solicitud de sentencia sumaria que promovió.  Del mismo modo, es 

menester destacar que el hecho de que la parte apelante haya 

incumplido con notificar a tiempo la confiscación que atendemos, 

no constituye defensa a favor de la parte interventora apelada a los 

fines de que se provea para su súplica.  Según expusiéramos, el 

derecho vigente en la presente materia establece que la causa de 

acción correspondiente es contingente a una demanda de 

impugnación de confiscación.  Por tanto, siendo tardía la 

reclamación de la parte apelada, se debió haber denegado la 

misma. 

 En mérito de lo antes expuesto, resolvemos que el Tribunal 

de Primera Instancia erró al dictar sentencia en el caso, acogiendo 

la solicitud de sentencia sumaria promovida por la entidad 

interventora apelada. Su comparecencia en el pleito de autos fue 

una inoportuna por haber transcurrido el plazo jurisdiccional 

dispuesto para actuar de conformidad.  Así pues, dejamos sin 

efecto lo resuelto. 

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se revoca la sentencia 

sumaria apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.       

Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


